REPUBLICA ARGENTINA

INFORME SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LOS MANDATOS DEL PLAN DE ACCION DE LA III CUMBRE DE LAS AMERICAS Y DE LOS COMPROMISOS ASUMIDOS EN LA CUMBRE EXTRAORDINARIA DE MONTERREY

1.
Hacia una democracia más eficaz

Con el fin de promover y difundir la aplicación de la Carta Democrática Interamericana (CDI), la Argentina ha dado una amplia divulgación al documento entre los distintos sectores de la sociedad: Gobierno Nacional, gobiernos provinciales, Poder Legislativo de la Nación, partidos políticos, organizaciones de la sociedad civil, entre otros. Con la responsabilidad de ejercer la presidencia del Proceso de Cumbres como país sede de la IV Cumbre de las Américas, la Argentina valora, asimismo, la CDI como marco de referencia fundamental y permanente para la construcción de nuevos avances acordes con los anhelos de democracias consolidadas, respeto de los derechos humanos y de desarrollo económico y social del hemisferio, fortaleciendo la convivencia de nuestros pueblos en democracia, justicia y paz.

* Lucha contra la corrupción

La República Argentina presidió y participó activamente en el Grupo de Trabajo sobre Probidad y Etica Cívica que elaboró el Mecanismo de Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción, adoptado por el Acta de Buenos Aires de 2001. La Argentina fue el primer Estado que se ofreció a ser evaluado por el Grupo de Expertos establecido en virtud de dicha acta, produciendo éste su primer informe por país. Asimismo, participa activamente en la Conferencia de Estados Partes, formulando diversas propuestas a fin de afianzar y fortalecer el Mecanismo de Seguimiento.

* Fortalecimiento de los gobiernos locales

En el ámbito de la Secretaría de Políticas Sociales (SPS), perteneciente al Ministerio de Desarrollo Social (MDS) se impulsa desde el año 2003 la ejecución de un Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social, con el objetivo de implementar una matriz unificada de intervención en el desarrollo local en torno a la problemática de los actores e iniciativas de la economía social. El Plan busca integrar las distintas acciones y organismos del MDS, agregando valor a las capacidades institucionales de gestión ya instaladas y desarrollando agendas concretas de desarrollo en un conjunto. Argentina participa activamente de la RIAD “Reunión de Ministros y Autoridades de Alto Nivel responsables de las políticas de descentralización, gobierno local y participación ciudadana a nivel municipal en el hemisferio”, aportando con informes, participando en los encuentros, etc. 

2.
Derechos humanos y libertades fundamentales

* Cumplimiento de obligaciones internacionales y respeto de las normas internacionales

En la actual administración se han tomado medidas relevantes tendientes a combatir la impunidad. En este sentido, el día 14 de junio de 2005, la Corte Suprema de Justicia de la Nación declaró inconstitucionales las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, así como también declaró la validez de la ley 25.779, mediante la cual, el Congreso Nacional, en el 2003, declaró la nulidad de aquellas leyes. Con esta decisión, la Corte se sumó a la acción de los poderes legislativo y ejecutivo dejando sentada la obligación estatal de investigar y sancionar los crímenes ocurridos durante la última dictadura, tal como establecen los tratados internacionales de derechos humanos. 
* Migración

En el ámbito internacional, Argentina ha firmado la “Convención Internacional para la Protección de los Derechos Humanos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares” actualmente en proceso avanzado de internalización en el parlamento.

Argentina está trabajando en los anteproyectos de ley sobre Trata y Tráfico Ilícito de Personas, esperándose abordar su tratamiento legislativo en el corto tiempo. 

* Derechos humanos de la mujer e igualdad de género

En cumplimiento de la Plataforma de Acción de Beijing y los compromisos de Beijing +5, se están implementando en Argentina diferentes proyectos de promoción y defensa de los derechos de las mujeres. Entre ellos, se incluye la campaña nacional “Conoce tus derechos para poder ejercerlos”, que comprende  la realización de seminarios, talleres, spots publicitarios en medios audiovisuales, distribución de folletería y material informativo. Igualmente, se han registrado importantes avances en políticas y medidas concretas para atender la problemática relativa a la violencia contra las mujeres. 

* Lucha contra el terrorismo

La Argentina impulsó en el marco de la OEA la creación del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) y fue sede de su primera reunión en la Ciudad de Mar del Plata (Argentina) en 1998. Por otro lado, en julio de 2003 se realizó en Buenos Aires la Primera Conferencia sobre Seguridad Cibernética de la OEA. La estrategia propuesta en la misma fue aprobada posteriormente en una segunda reunión sobre el tema en Ottawa en marzo del año 2004.


Nuestro país firmó y ratificó once de las doce Convenciones Internacionales en materia de terrorismo. La restante -relativa a la penalización del financiamiento del terrorismo- ha sido aprobada por el Congreso Nacional y se prevé su ratificación en breve. Asimismo, la Argentina suscribió la Convención Interamericana contra el Terrorismo y su proceso de ratificación se encuentra en la misma situación que la anterior. Es también de interés prioritario argentino la observación y seguimiento de la relación que pudiese existir con los atentados a la Embajada de Israel y la AMIA, dada la alta prioridad que el Gobierno nacional asigna al esclarecimiento de esos trágicos episodios. 

3.
Sociedad civil

La participación de la sociedad civil es coordinada en la Cancillería Argentina por la Representación Especial para la Integración Económica Regional y la Participación Social establecida en noviembre de 2003. Hasta el presente, el Consejo Consultivo de la Sociedad Civil (CCSC) está compuesto por 740 organizaciones sociales que incluyen ONG´s, cámaras empresariales, sector académico, sector sindical, y profesional. Asimismo, comprende a entidades del sector público nacional y provincial. Por definición, constituye un espacio plural y no neutral donde la Cancillería y las instituciones mencionadas difunden información y se organizan en torno a grandes temas de la integración regional, primordialmente, aunque no exclusivamente, el MERCOSUR. 

4.
Comercio, inversión y estabilidad financiera

* Comercio e inversión

En la Reunión Ministerial del ALCA (Miami, noviembre de 2003) se estableció un nuevo compromiso político que introdujo el concepto de flexibilidad en las negociaciones a efectos de tener en cuenta las necesidades y sensibilidades de los 34 países involucrados. Sin embargo,  desde mayo de 2004 el proceso entró en un impasse que no permitió reiniciar las negociaciones. 

En este contexto, la Argentina ha apoyado los esfuerzos de la co-Presidencia para tratar de generar un borrador de instrucciones que sea la base de consenso para todos los participantes.

Asimismo, en coordinación con los socios del MERCOSUR, se ha dado seguimiento a la problemática planteada respecto del financiamiento de la Secretaría Administrativa, apoyando las iniciativas de la co-Presidencia referidas a la necesaria adecuación de la estructura de la misma, con vistas a asegurar su financiamiento hasta diciembre de 2005. 

En materia de difusión de información sobre el proceso de negociaciones del ALCA, se ha mantenido actualizada la página web del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto y se ha respondido a las consultas y pedidos de información que sobre el proceso ingresan diariamente a través del correo electrónico de contacto oficial.

En lo que respecta al relacionamiento con la sociedad civil, la Cancillería Argentina ha dado continuidad a los trabajos de difusión del proceso de negociación del ALCA, tanto a través del Consejo de Comercio Internacional como del Consejo Consultivo de la Sociedad Civil.

5. Trabajo y empleo

En el plano internacional:

· En el ámbito regional, y como un compromiso emanado de la Conferencia Regional de Empleo del MERCOSUR, nuestro país impulsó – junto con los países del bloque sub-regional- la creación del Grupo de Alto Nivel de Empleo (Decisión CMC Nro. 46/04) con el objetivo de elaborar la Estrategia Mercosur para el crecimiento del empleo. A tal efecto, a nivel nacional se constituyó la Sección Nacional del Grupo de Alto Nivel, integrada por representantes de los Ministerios de Economía, Educación y Cancillería, con la coordinación del Ministerio de Trabajo. Se realizó la convocatoria a los actores sociales, para completar la representación sectorial prevista en la constitución del Grupo. 

· Merece destacarse también la elección del Ministro de Trabajo de la Argentina para presidir el Consejo de Administración de la OIT, que recibió el apoyo unánime de todos los países de América, que reconocieron las políticas del Gobierno Argentino en el respeto de los derechos fundamentales del trabajo.

En el ámbito nacional, se continuó con la política de fortalecimiento de diálogo social y la negociación colectiva. 

· Por una parte, se puso en marcha el Programa de Fortalecimiento al Diálogo Social con asistencia técnica de OIT, que refuerza tres ámbitos de la administración laboral que funcionan de modo tripartito: Comisión Nacional de Trabajo Agrario, la Comisión Tripartita de Igualdad de Oportunidades y de Trato en el Mundo Laboral, y el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo Vital y Móvil. Respecto de este último órgano, cabe destacar su incumbencia en la determinación del salario mínimo, y otra materias de empleo y formación profesional, productividad, y seguridad social.

· En lo que respecta a la negociación colectiva, se han firmado más de 430 convenios que cubren más de 2.000.000 de trabajadores, consolidando un instrumento eficaz para que empleadores y trabajadores, con el respaldo institucional del Estado, construyan acuerdos de efectivo cumplimiento y sustentables en el tiempo.

· Asimismo, tal como lo reconoce en su Preámbulo, la Declaración de los Derechos Fundamentales del Trabajo de la OIT de 1998, este gobierno sigue dedicando particular atención a los trabajadores con necesidades especiales, a los desempleados y a los trabajadores migrantes. Se encuentra en proceso de ratificación la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre la Protección de los Derechos de todos los trabajadores migrantes y de sus familiares. 

· En el mismo marco de actuación sobre grupos vulnerables, se continúa en el desarrollo de acciones de fortalecimiento de la inserción laboral de los discapacitados en diversos programas -entre ellos, el de intermediación laboral-, la conformación de clubes de empresas que contratan trabajadores con discapacidad, y la participación de personas con discapacidades en programas de capacitación laboral y en talleres ocupacionales. 

· Desde el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social se continúan impulsando políticas públicas activas en materia de trabajo infantil, articulando acciones con los otros Ministerios del Gobierno Nacional, con las asociaciones sindicales de trabajadores, las organizaciones de empleadores, con organismos internacionales y con los gobiernos provinciales y municipales. 

En materia de distribución del ingreso, el Gobierno Argentino, continuó con la implementación de medidas que fortalecen un proceso redistributivo, que es el eje vertebrador de su política de inclusión social:

· Se incrementó en un 215% el Salario Mínimo Vital y Móvil.

· Se incrementaron los salarios básicos de convenio, así como las remuneraciones de los trabajadores de la actividad privada, y los de la administración pública nacional.

· Se incrementaron asimismo las jubilaciones mínimas, dando respuesta prioritaria al 95% de los jubilados y pensionados que tenían menores ingresos, y se incrementaron un 50% las asignaciones familiares por hijo. 

· Se sancionó la Prestación por edad avanzada para que los mayores de 70 años sin aportes suficientes ingresen a la seguridad social.

La política del Gobierno Argentino, orientada a colocar al empleo en el centro de las políticas macroeconómicas y sociales, ha dado sus frutos en los siguientes logros:

· Se quebró la tendencia a la destrucción de puestos de trabajo, predominando en la actualidad un proceso sostenido de ampliación de oportunidades de trabajo, creándose 1.600.000 nuevos puestos de trabajo en el bienio 2003-2005.

· La tasa de desocupación pasó del 20,4% en el primer trimestre del 2003, al 13% en el primer trimestre del 2005, lo que implica 1.100.000 desempleados menos, en el total urbano nacional.

· El empleo formal viene creciendo de modo ininterrumpido, incrementándose un 8.8% en el 2005.

En materia de implementación de políticas activas de promoción del empleo de calidad, se adoptaron las siguientes medidas:

· Se encuentra en fase de implementación el Plan Nacional de Regularización del Empleo, con la intervención de la administración laboral nacional y las jurisdicciones del ámbito federal del trabajo. En esta dirección, se amplió el cuerpo de inspectores del trabajo, y se triplicó la asignación presupuestaria destinada a aumentar las inspecciones para la detección del trabajo ilegal, a fin de lograr que todos los trabajadores cuenten con protección social y de salud, cobertura contra accidentes y jubilación.

· Se continúa con el Plan de creación y fortalecimiento de centros de orientación y servicios de empleo para ofrecer – en el ámbito local – asistencia a trabajadores y trabajadoras con problemas de empleo. El objetivo es conformar una red territorial de servicios de empleo. La capacitación se inserta en el marco de los Planes Sectoriales de Calificación que forman parte de las estrategias de productividad de diversos sectores de la producción.

·  En materia de capacitación laboral, se han invertido 40 millones de pesos en 10.000 cursos de capacitación y formación profesional, para favorecer la empleabilidad de los desocupados y satisfacer las nuevas demandas de las empresas.

· Se promovieron planes de asistencia técnica para 100 empresas y fábricas “recuperadas” por sus trabajadores, a fin de propender al fortalecimiento de sus unidades productivas.

En orden a las políticas de protección contra el desempleo, se avanzó en una progresiva reformulación del Programa Jefes de Hogar, transformándolo en una política de inserción en el empleo: 

· Más de 350.000 beneficiarios de planes sociales han conseguirdo trabajo, lo que implica que un promedio de 500 desocupados han obtenido trabajo diariamente;

· Por otra parte, 170.000 beneficiarios de planes sociales se están capacitando para insertarse laboralmente, 65.000 de ellos se encuentran en programas de terminalidad educativa de nivel primario y secundario.

